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tutos y plasmarse en el corres¡;l(;mdiente acuerdo-. no
puede entenderse que el órgano judicial haya dado oca­
sión de subsanar este segundo requisito. La Sala se limitó
a reclamar a la Procuradora que acreditara la represen­
tación que ostentaba en el recurso. lo que ésta llevó
a cabo mediante la aportación de un poder general para
pleitos. Sin embargo. no se requirió ni a la Federación
recurrente ni a su representación procesal. la subsana­
ción de aportar el acuerdo para litigar.

Este modo de proceder se ha traducido en una lesión
del derecho a la tutela judicial efectiva la Federación
Sindical recurrente. a la que se ha privado de una reso­
lución sobre el fondo por apreciar la Sala la concurrencia
de un defecto de naturaleza subsanable que. sin embar­
go. no dio ocasión de subsanar. Se da además la cir­
cunstancia de que la necesidad o no del mencionado
requisito no era una cuestión pacífica en la 'doctrina de
la propia Sala. que en ·ocasiones anteriores había admi­
tido a trámite recursos sin exigir el acuerdo de la persona
jurídica litigante. Todo ello debía haber conducido a un
especial cuidado del órgano judicial para facilitar la posi­
bilidad de subsanar el defecto finalmente apreciado.

FALLO

~n atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR U\ AUTORIDAD QUE LE CONFIERE U\ CONSTITUCiÓN
DE U\ NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la Federación Sin­
dical de Administración Pública de Comisiones Obreras
de Madrid Región y. en consecueflcia:

1.° Reconocer que se ha vulnerado a la recurrente
su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

2.° Restablecerle en la integridad de su derecho fun­
damental, para lo cual se anula la Sentencia de la Sección
Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 17 de sep­
tiembre de 1993.

3.° Retrotraer las actuaciones al objeto de que se
dé a la entidad recurrente la posibilidad de subsanar
el defecto procesal que llevó a la inadmisión del recurso.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintiuno de abril de mil nove­
cientos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver i Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives ·Antón.-Firmados y
rubricados.

10846 Sala Segunda. Sentencia 80/1997. de 21 de
abril de 1997. Recurso de amparo
2.596/1996. Contra Sentencia del Tribujal
Superior de Justicia de Galicia. desestimatoria
de recurso, contra Resolución del Tribunal
Económico-Administrativo Regional de Galicia
que confirmaba la retención a cuenta delIRPF
respecto de pensión de jubilación por inca­
pacidad permanente realizada por los servi­
cios del Ministerio de Economía. Vulneración
del principio de igualdad: Tratamiento fiscal
discriminatorio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente. don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael

de Mendizábal Allende. don Caries Viver i Pi-Sunyer y
don Tomás S. Vives Antón. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.596/96. promovido
por don Francisco García Varela. representado por el
Procurador de los Tribunales don Alfonso Blanco Fer­
nández y asistido por el Abogado don Manuel Fernández
Rodríguez. contra la Sentencia de la Sección Tercera
de la Sala de)o Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Galicia. de 27 de mayo de 1996,
desestimatoria del recurso contra la Resolución del Tri­
bunal Económico-Administrativo Regional de Galicia.
de 24 de enero de 1995. que confirmaba la retención
a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas respecto de pensión de jubilación por incapacidad
permanen'e. realizada por la Dirección General de Costes
de Personal del Ministerio de Economía. Ha comparecido
el Abogado del Estado y ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Caries Viver
Pi-Sunyer, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 25 de junio de 1996. don Alfonso Blanco Fernández.
Procurador de los Tribunales. interpone recurso de ampa­
ro en nombre de don Francisco García Varelacontra
las resoluciones de las que se hace mérito en el
encabezamiento.

2. Los hechos en que se basa la demanda de ampa­
ro son. sucintamente relatados. los siguientes:

a) En su redacción original. el apartado 1 del arto 9
de la Ley 18/1991. de 6 de junio. reguladora dellmpues­
to sobre la Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F., en
adelante). declaraba exentas tanto «las prestaciones
reconocidas al sujeto pasivo por la Seguridad Social o
por las Entidades que la sustituyan corno consecuencia
de incapacidad permanente» [letra b)] corno (<las pen­
siones por inutilidad o incapacidad permanente para el
servicio de los funcionarios públicos» [letra c)]. Por con­
siguiente. todas las prestaciones percibidas por incapa­
cidad permanente. en cualquiera de sus grados (total
o absoluta) y con independencia del régimen de pro­
tección social (Seguridad Social o Clases Pasivas) a que
estuviera acogido el perceptor. estaban sujetas pero
exentas en ell.R.P.F.

b) El demandante de amparo. funcionario adscrito
al Régimen de Clases Pasivas (Inspector de Trabajo y
Seguridad Social) viene percibiendo desde el mes de
junio de 1993 una pensión de jubilación por incapacidad
permanente que, en virtud del mencionado arto 9.1 c)
de la Ley 18/1991. estaba exenta Y. por consiguiente.
no sometida a retención.

c) La situación cambió a raíz del arto 62 de la
Ley 21/1993, de 29 de septiembre. de Presupuestos
Generales del Estado para 1994. que modificó el men­
cionado arto 9.1 de la Ley 18/1991. de manera que.
con efectos a partir del 1 de enero de 1994. sólo estaban
exentas. de un lado. «las prestaciones reconocidas al
sujeto pasivo por la Seguridad social o por las Entidades
que la sustituyan corno consecuencia de incapacidad
permanente absoluta o gran invalidez» [letra b)]. y, de
otro, (<las pensiones por inutilidad o incapacidad per­
manente para el servicio de los funcionarios de las Admi­
nistraciones Públicas, cuando el grado de disminución
física o psíquica sea constitutivo de una gran invalidez»
[letra c)]. Por lo que aqul interesa. la modificación intro-
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ducida por la Ley 21/1993 venía a significar que, amén
de las prestaciones por gran invalidez (exentas en todo
caso), sólo se excluían de gravamen en el I.R.P.F. las
prestaciones satisfechas a personas afiliadas a la Segu­
ridad Social (no a Clases Pasivas) por una situación de
incapacidad permanente absoluta (no por incapacidad
permanente total).

d) En virtud de la citada norma al demandante de
amparo se le practicó la oportuna retención a cuenta
dell.R.P.F. sobre la cantidad percibida por su incapacidad
permanente para el servicio.

e) Instada reclamación contra dicha retención ante
el Tribunal Económico-Administrativo Regional de Gali­
cia, ésta fue desestimada mediante Resolución de 24
de enero de 1995.

f) Contra la citada Resolución el recurrente inter­
puso recurso contencioso-administrativo con fundamen~

to, básicamente, en el ataque frontal al principio de igual­
dad que, a su juicio, suponía declarar exentas en ell.R.P.F.
sólo las prestaciones por incapacidad permanente abso­
luta percibidas por el personal integrado en el régimen
de la Seguridad Social. discriminando. de este modo.
en el ámbito de los tributos, sin justificaoión razonable
alguna, a los funcionarios con el mismo grado de inva­
lidez (incapacidad permanente absoluta para toda pro­
fesión u oficio) adscritos al Régimen de Clases Pasivas.

g) El mencionado recurso fue desestimado por Sen­
tencia, de 27 de mayo de 1996, de la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Galicia. Dicho Tribunal, pese a reconocer que «de
los informes médicos aportados y del Dictamen del Perito
Médico» se desprende que el recurrente «está imposi­
bilitado para todo tipo de trabajo», rechaza la denunciada
contradicción con el art. 14 C.E. porque faltaría la iden­
tidad de supuestos que. de acuerdo con reiterada doc­
trina del Tribunal Constitucional. se precisa para ilustrar
la desigualdad que se denuncia. Efectivamente. confor-.
me al fundamento de. Derecho sexto de la Sentencia
impugnada, la mera pertenencia a diferentes regímenes
de protección social (Seguridad Social o Clases Pasivas)
sería suficiente justificación para someter a diverso trato
desde la perspectiva fiscal las prestaciones que los fun­
cionarios perciban por la misma causa (la incapacidad
para desempeñar cualquier empleo u oficio).

3. El recurrente fundamenta la demanda de amparo
en la presunta vulneración del arto 14 C.E. A su juicio.
el arto 62 de la Ley 21/1993 «introduce una desigualdad
de tratamiento discriminatorio y no justificado en el régi­
men fiscal aplicable a los funcionarios públicos». al declarar
exentas las prestaciones que éstos perciben por incapa­
cidad permanente absoluta para toda profesión u oficio
sólo cuando están afiliados al régimen de la Seguridad
Social y no cuando están integrados en el de Clases Pasi­
vas. De ello derivaría un tratamiento fiscal diferente para
trabajadores de un mismo sector de actividad (en el
supuesto, Inspectores de Trabajo) por el sólo hecho de
su afiliación al Régimen de Clases Pasivas o al General
de Seguridad Social. En el presente caso, a partir de lo
anterior, la vulneración del derecho a la igualdad del
recurrente se habría producido por el sometimiento a gra­
vamen en .el Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas de la prestación que recibe por incapacidad per­
manente en una situación que sería equivalente a la inca­
pacidad permanente absoluta, cuando, por contra, está
exenta de tal gravamen la prestación que recibe un fun­
cionario del mismo cuerpo por incapacidad permanente
absoluta en el Régimen General de la Seguridad Social.

El recurso de amparo se interpone por la vía de los
arts. 43 y 44 LOTC, y suplica, como consecuencia del
otorgamiento del amparo, la anulación de la Sentencia
impugnada.

4. Mediante providencia. de 7 de octubre de 1996.
la Sección Tercera de este Tribunal acuerda admitir a
trámite la demanda de amparo y dirigir comunicaciones
al Tribunal Económico-Administrativo Regional de Galicia
y a la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Gali­
cia a fin de que remitan testimonio de las actuaciones
correspondientes a los procedimientos de los que trae
causa el presente recurso y de que emplace este último
órgano a quienes hubieran sido parte en el judicial para
su posible comparecencia en este proceso de amparo.

5. Mediante escrito, de 11 de octubre de 1996,
el Abogado del Estado solicita que se le tenga por per­
sonado en los presentes autos en la representación que
ostenta.

6. Recibidas las actuaciones. por providencia de 14
de noviembre de 1996. la Sección Cuarta de este Tri­
bunal acuerda dar vista de las mismas a la parte recurren­
te. al Abogado del Estado y al Ministerio Fiscal. con
concesión de un plazo común de veinte días para la
presentación de las alegaciones previstas en el arto 52.1
LOTC.

7. En su escrito de 3 de diciembre de 1996, el Abo­
gado del Estado recuerda que la STC 134/1996 «declaró
que el arto 62 de la Ley 21/1993, de 29 de diciembre,
de Presupuestos Generales del Estado, en el que se dio
nueva redacción al art. 9.1 c) de la Ley 18/1991. de 6
de julio, es inconstitucional y nulo sólo en la medida
en que viene a suprimir. únicamente para los funcionarios
de las Administraciones Públicas que se hallen en situa­
ción de incapacidad permanente absoluta, la exención
de dicho Impuesto, todo ello en causa al razonamiento
de que al declarar exentas las rentas de idéntica natu­
raleza (pensiones de incapacidad permanente absoluta),
cuando el perceptor está en el sistema de la Seguridad
Social y no cuando está adscrito al Régimen de Clases
Pasivas se vulnera el principio de igualdad tributaria».
Interesa por ello que se dicte la Sentencia que proceda
con arreglo a la Constitución.

8. El Fiscal concluye su informe, de 11 de diciembre
de 1996, interesado el otorgamiento del amparo por
vulneración del derechO de igualdad ante la Ley, con
declaración de nulidad tanto de los actos administrativos
como de la Sentencia impugnada. Esta solución sería
consecuencia de lo ya resuelto por la STC 134/1996
Y de la declaración de la Sentencia impugnada de que
procede la calificación de la incapacidad del recurrente
como permanente absoluta.

9. La representación del recurrente se reafirma en
su escrito de alegaciones, de 2 de diciembre de 1996,
en las ya vertidas en la demanda. Añade a las mismas,
en primer lugar. que la STC 134/1996 habría venido
a dar razón a su planteamiento. En segundo lugar, aporta
dos documentos posteriores a la misma de la Delegación
Provincial de Economía y Hacienda de La Coruña y de
la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones
Públicas en los que se reconoce como. tal la situación
de incapacidad permanente absoluta y la correspondien­
te exención de tributación en el I.R.P.F. y se fijan unos
requisitos para la misma que el recurrente reúne y que
ya ha acreditado en el presente proceso.

10. Mediante providencia de 17 de abril de 1997,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 21 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

Unico.-EI planteamiento jurídico-constitucional que
sirve de base a la demanda se refiere a la contrariedad
al principio de igualdad del tratamiento fiscal diferente
de las prestaciones que reciben los funcionarios de las
Administraciones Públicas que se hallan en situación de



26 Miércoles 21 mayo 1997 BOE núm. 121. Suplemento

incapacidad permanente absoluta y a Causa de la misma.
Como sostienen las partes en el presente proceso de
amparo, esta cuestión ha sido ya resuelta, en sentido
afirmativo, por la STC 134/1996, que declaraba la incons­
titucionalidad parcial del arto 62 de la Ley 21/1993,
de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del Esta­
do para 1994, en el que se dio 'una nueva redacción
al arto 9. '1 c) de la Ley 18/1991, de 6 de junio, del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. A su
fundamentación nos remitimos ahora. Como además,
y también en ello están de acuerdo las partes personadas
a partir del propio reconocimiento al respecto de la Sen­
tencia impugnada, el recurrente se encuentra en una
situación de incapacidad permanente absoluta, procede
la subsunción de la situación fiscal de la que se queja
-no exención del Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Físicas de la prestación que recibe- en las que
este Tribunal ha declarado discriminatorias. Debe, pues.
otorgarse el amparo solicitado ex arto 14 CE

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:

1.° Declarar que el acto administrativo de retención
a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas respecto a la pensión de jubilación por incapa­
cidad absoluta del recurrente. realizada por la Dirección
General de Costes de Personal del Ministerio de Eco­
nomía y confirmada por la Resolución del Tribunal Eco­
nómico-Administratívo Regional de Galicia. de 24 de ene­
ro de 1995, constituye un tratamiento fiscal discrimi­
natorio que vulnera su derecho a la igualdad en la Ley.

2.° Anular el citado acto administrativo y la Reso­
lución que lo confirma, así como la S¡¡ntencia de la Sec­
ción Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Sup¡¡rior de Justicia de Galicia de 27 de
mayo de 1996.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estadon.

Dada en Madrid, a veintiuno de abril de mil nove­
cientos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal Allende.-Carles Viver i Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives
Antón.-Firmados y rubricados.

10847 Sala Primera. Sentencia 81/1997, de 22 de
abril de 1997. Recurso de amparo 566/1994.
Contra Auto de la Audiencia Provincial de Vito­
ria confirmatorio en apelación de la denega­
ción de un permiso de salida solicitado por
el recurrente, interno en un centro peniten­
oorio. Supuesta vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: Motivación suficiente
de la resolución recurrida.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villa Ión, don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y

Cabrera'y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 566/94. interpuesto
por don Antonio Rovira López. bajo la representación
procesal de la Procuradora de los Tribunales doña Ana
Isabel Muñoz de Juana y asistido por el Letrado don
Emilio de Miguel Zamora. contra el Auto de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Vitoria de 27 de
diciembre de 1993, confirmatorio en apelación de la
denegación de un permiso de salida solicitado por el
recurrente. interno en un centro penitenciario. Han com­
parecido el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado.
Ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sen­
dra, quien expresa el parecer de la Sala.

L Antecedentes

1. Mediante escrito remitido por el establecimiento
penitenciario de Nanclares de Oca (Alava), el 16 de febre­
ro de 1994 y registrado en este Tribunal el 24 de febrero
de 1994. don Antonio Rovira López manifestó su inten­
ción de interponer recurso de amparo contra las reso­
luciones judiciales que confirmaron la denegación de
un permiso de salida solicitado, pidiendo al mismo tiem­
po que se le nombrara Abogado y Procurador del turno
dé oficio para formalizar la demanda.

2. Por providencia de 7 de marzo de 1994 la Sec­
ción Segunda de este Tribunal acordó tener por recibido
el escrito, librar los correspondientes despachos para
la designación de Abogado y Procurador del turno de
oficio para la defensa y representación del recurrente,
y, de conformidad con lo previsto en el art. 88 LOTC,
requerir atentamente a la Audiencia Provincial de Vitoria
y al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Bilbao para
que remitieran testimonio. respectivamente, del rollo
de apelación núm. 568/93 y del expediente núm.
5.579/93. Se interesaba, al propio tiempo, de la referida
Audiencia Provincial que certificara la fecha de notifi­
cación al hoy recurrente en amparo del último de los
Autos dictados. a los efectos del cómputo del plazo esta­
blecido por el arto 44.2 LOTC.

3. Por providencia de 3 de mayo de 19941a Sección
Segunda acordó tener por recibidos los testimonios de
las actuaciones y por hechas las designaciones reque­
ridas, y conceder un plazo de veinte días para que se
formalizara la demanda de amparo.

4. Por providencia de 6 de junio de 1994 la Sección
Segunda acordó, a instancias de la representación del
recurrente y de conformidad con lo previsto en el
art. 88 LOTC. requerir atentamente al Juzgado de Vigi­
lancia Penitenciaria de Bilbao la remisión de testimonio
de una serie de documentos no contenidos en las actua­
ciones recibidas. Una vez cumplimentado el envío. la
Sección Segunda. por providencia de 4 de julio de 1994,
acordó conceder un nuevo plazo de veinte días para
formalizar la demanda.

5. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 27
de julio de 1994, la Procuradora de los Tribunales doña
Ana Isabel Muñoz de Juana. en nombre y representación
de don Antonio Rovira López. formalizó la demanda de
amparo 'contra el Auto de la Sección Primera de la
Audiencia Provincial de Vitoria de 27 de diciembre
de 1993.


